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Con ocasión de la promulgación de la Ley 1882 del 2018, Ariza & Marín elaboró y publicó 
un cuadro que sintetiza el contenido de cada artículo introducido por esta ley y destaca 
las modificaciones puntuales que incorporaron con la finalidad de facilitar la labor del 
operador jurídico en una materia caracterizada por la dispersión normativa. Tras dos años 
desde la entrada en vigencia de esta importante ley promulgada el 15 de enero de 2018, 
se presenta una actualización del cuadro, incorporando en esta oportunidad las 
modificaciones legislativas, reglamentaciones y pronunciamientos de constitucionalidad 
que han modificado o desarrollado los artículos de esta ley.

Disposiciones jurídicas modificadas por la Ley 1882 de 2018: Ley 80 de 1993 / Ley 397 
de 1997 / Ley 1150 de 2007 / Ley 1228 de 2008 / Ley 1474 de 2011 / Ley 1508/2012 / 

Artículo
Adición / 
Modificación

Adición 
Parágrafos 2 y 3, 
artículo 30, Ley 
80/1993 (Estructura de 
los procedimientos de 
selección]

1 El parágrafo 2 establece que, en los procesos de 
licitación pública para obra, la oferta deberá contener 
2 sobres: (i) uno con los documentos relativos a los 
requisitos habilitantes y aquellos que otorgan puntaje 
(diferentes a la oferta económica) y (ii) otro única-
mente con la propuesta económica. 

El parágrafo 3 establece que en los procesos de 
licitación pública para obra pública se dará traslado 
del informe de evaluación relacionado con los requisi-
tos habilitantes y aquellos objetos de puntuación 
(diferentes a la oferta económica) durante 5 días 
hábiles en los que los proponentes podrán presentar 
observaciones y entregar los documentos e informa-
ción solicitada por la entidad. Finalizado este plazo, la 
entidad deberá pronunciarse sobre las observaciones 
y publicar el informe final de evaluación, respecto del 
cual en todo caso podrán hacerse observaciones en la 
audiencia efectiva de adjudicación, las cuales se 
decidirán en la misma. Durante dicha audiencia se 
abrirá el segundo sobre (económico), se evaluará la 
oferta económica a través del mecanismo escogido 
mediante método aleatorio en los pliegos de condicio-
nes, se correrá traslado a los proponentes habilitados 
solo para la revisión del aspecto económico y se 
establecerá el orden de elegibilidad. 

Contenido (síntesis)
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Modificación 
Artículo 53, Ley 
80/1993 modificado por 
el artículo 82, Ley 
1474/2011 (Responsa-
bilidad de los consulto-
res, asesores e 
interventores)

2 En relación con la responsabilidad por los daños o 
perjuicios derivados de la celebración y ejecución de 
contratos respecto de los cuales se haya ejercido o se 
ejerza la consultoría, asesoría o interventoría, el 
reformado artículo 53 establece que: (i) la responsabi-
lidad incluye la etapa de liquidación de dichos contra-
tos [respecto de los cuales se haya ejercido o se 
ejerza la consultoría, asesoría o interventoría]; (ii) 
tratándose de la responsabilidad de los consultores y 
asesores eliminó la frase según la cual los hechos u 
omisiones que les fueren imputables debían ser 
“constitutivos de incumplimiento de las obligaciones 
correspondientes a tales contratos (consultoría o 
asesoría)”; (iii) tratándose de los interventores agregó 
que habrá responsabilidad “siempre y cuando tales 
perjuicios provengan del incumplimiento o responsa-
bilidad directa, por parte del interventor, de las obliga-
ciones que a este le correspondan conforme con el 
contrato de interventoría”. 

Adición
Inciso al numeral 2, 
artículo 11, Ley 
397/1997, modificado 
por el artículo 7, Ley 
1185/2008 (Régimen 
Especial de Protección 
de los bienes de interés 
cultural)

3 El inciso adicionado establece que, tratándose de 
proyectos de infraestructura, la intervención  deberá 
ser asumida por el concesionario o contratista, quien 
será el titular del permiso de intervención que otorgue 
el ICANH  y quien deberá contar con un profesional 
idóneo que deberá hacer el acompañamiento al Plan 
de Manejo Arqueológico, bajo los parámetros previa-
mente definidos por el ICANH. En los proyectos en 
ejecución al momento de expedición de la norma, el 
concesionario o contratista podrá continuar la gestión 
en cabeza del profesional registrado, o podrán adoptar 
la referida solución introducida por el nuevo inciso.

 1 “Por intervención se entiende todo acto que cause cambios al bien de interés cultural o que afecte el estado del mismo. Comprende, a título enunciativo, actos de 
conservación, restauración, recuperación, remoción, demolición, desmembramiento, desplazamiento o subdivisión, y deberá realizarse de conformidad con el Plan 
Especial de Manejo y Protección si este fuese requerido”.
 2 Instituto Colombiano de Antropología e Historia.
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Actualización de la Ley 
1882 de 2018

Adición
Parágrafo al artículo 2, 
Ley 1150/2007 (Modali-
dades de selección)

4 El parágrafo 7 establece que el Gobierno Nacional adoptará documentos tipo para los 
pliegos de condiciones de los procesos de selección de obras públicas, interventoría 
para las obras públicas, interventoría para consultoría de estudios y diseños para las 
obras públicas, consultoría en ingeniería para obras, los cuales deberán ser utilizados 
por todas las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administra-
ción Pública. En los documentos tipo, el Gobierno señalará con carácter obligatorio para 
todas las entidades sometidas dicho estatuto, las condiciones habilitantes, así como los 
factores técnicos y económicos de escogencia del contratista.
Esta facultad también la tendrá el Gobierno Nacional en relación con otros contratos o 
procesos de selección, cuando lo considere necesario.

Esta facultad también la tendrá el Gobierno Nacional en relación con otros contratos o 
procesos de selección, cuando lo considere necesario.

Mediante el Decreto 342 de 2019 se adoptaron los documentos tipo  para los pliegos 
de condiciones de los procesos de selección de licitación de obra pública de infraes-
tructura de transporte, los cuales, a su vez, fueron implementados por la Agencia 
Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente a través de la Resolu-
ción 1398 de 2019.

Adicionalmente, es oportuno destacar que Colombia Compra Eficiente ya publicó el 
proyecto de la segunda versión de los documentos tipo de licitación de obra pública de 
infraestructura de transporte; así como una primera versión de los documentos tipo 
para la selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura de 
transporte. Sobre estos proyectos de documentos tipo se recibieron comentarios del 
público general hasta el 10 de enero de 2020 y se encuentran disponibles en el siguien-
te link: https://www.colombiacompra.gov.co/documentos-tipo/nuevos-docu-
mentos-tipo-de-infraestructura-de-transporte

Por otra parte, es oportuno destacar que el 12 de diciembre de 2019 se aprobó en 
último debate el proyecto de ley 82 de 2018 Senado – 389 de 2019 Cámara, por medio 
del cual se modifica el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018 en relación con la adopción de 
pliegos tipo. Se aclara que el texto del proyecto de ley aún está pendiente de concilia-
ción entre el Senado de la República y la Cámara de Representantes, por lo cual no ha 
pasado a sanción presidencial.

Mediante este proyecto de ley se asigna expresamente la competencia para la adop-
ción de pliegos tipo a Colombia Compra Eficiente sobre cualquier objeto o procedimien-
to de selección. Adicionalmente, se ordena al Gobierno Nacional crear y reglamentar 
una Mesa Consultiva de Contratación que emitirá conceptos no vinculantes en relación 
con las características particulares de cada región. 
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Modificación
Parágrafo 1
Adición
parágrafos 3, 4 y 5,
artículo 5, Ley 
1150/2007 (De la 
selección objetiva)

5

Adición
Parágrafo, artículo 8, 
Ley 1150/2007 (Publi-
cación de proyectos de 
pliego de condiciones y 
estudios previos)

6

Según la modificación del parágrafo 1, en adelante, 
las entidades públicas “deberán” solicitar aquellos 
requisitos que no afecten la asignación de puntaje, los 
cuales deberán ser aportados por los proponentes 
hasta el término de traslado del informe de evalua-
ción, salvo lo dispuesto para la mínima cuantía y la 
selección a través del sistema de subasta. Será 
rechazada la oferta del proponente que no entregue 
oportunamente los documentos que le fueron solicita-
dos. Durante el término otorgado para subsanar, los 
proponentes no podrán acreditar circunstancias 
ocurridas con posterioridad al cierre del proceso.

Se adicionó el parágrafo 3 que establece que la no 
entrega de la garantía de seriedad junto con la 
propuesta no será subsanable y será causal de recha-
zo.

El parágrafo 4 establece que cuando se utilice el 
mecanismo de subasta, los documentos referentes a 
la futura contratación o al proponente, no necesarios 
para la comparación de las propuestas, deberán ser 
solicitados hasta el momento previo a su realización.

De conformidad con el parágrafo 5, las entidades 
estatales deberán aceptar la experiencia adquirida por 
los proponentes a través de la ejecución de contratos 
con particulares.

Según el     , se señala expresamente que no es obliga-
torio contar con disponibilidad presupuestal para 
realizar la publicación del proyecto de pliego de condi-
ciones.
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Modificación
Artículo 33, Ley 
1508/2012 (Contratos 
para la elaboración de 
estudios, la evaluación 
de proyectos de 
iniciativa privada y las 
interventorías)

7

Modificación
Artículo  25, Ley 
1682/2013 modificado 
por artículo 4, Ley 
1742/2014 (Notifica-
ción de la oferta)

10

En relación con la responsabilidad de los interventores 
de proyectos de asociación publico-privada por los 
daños o perjuicios derivados de la celebración y 
ejecución de contratos respecto de los cuales se haya 
ejercido o se ejerza la interventoría, habrá responsabi-
lidad “siempre y cuando tales perjuicios provengan 
del incumplimiento o responsabilidad directa, por 
parte del interventor, de las obligaciones que a este le 
correspondan conforme con el contrato de intervento-
ría”. 

Según la modificación introducida, la oferta deberá ser 
notificada también a los “herederos determinados o 
indeterminados, entendidos como aquellas personas 
que tengan la expectativa cierta y probada de entrar a 
representar al propietario fallecido en todas sus 
relaciones jurídicas por causa de su deceso de confor-
midad con las leyes vigentes”.

®

Modificación
Parágrafo 2, artículo 24, 
Ley 1682/2013 (Revi-
sión e impugnación de 
avalúos comerciales)

9 Se precisa que el término de vigencia del avalúo 
comercial con ocasión de la adquisición o expropia-
ción de bienes requeridos en los proyectos de infraes-
tructura de transporte se computa desde la fecha de 
su comunicación “a la entidad solicitante”. Además, 
se establece que, una vez notificada la oferta, el avalúo 
quedará en firme para efectos de la enajenación volun-
taria.

Modificación
Artículo 22, Ley 
1682/2013 (Limitacio-
nes, afectaciones, 
gravámenes al dominio, 
medidas cautelares, 
impuestos, servicios 
públicos y contribución 
de valorización)

8 Desde el propio título del artículo se amplía la posibili-
dad de descontar al propietario de un predio requerido 
para un proyecto de infraestructura, también los 
impuestos, servicios públicos y contribución de valori-
zación que adeude. 

El parágrafo establece que la entidad podrá igualmente 
descontar, con cargo al valor del negocio, la suma total 
o proporcional que deba pagarse por concepto de 
gastos de notariado y registro y pagar directamente 
dicho valor.
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Modificación
Artículo 27, Ley 
1682/2013 (Permiso de 
intervención voluntario)

11 El permiso de intervención voluntaria también se 
suscribirá con el poseedor regular o los herederos 
determinados del bien.

Se introducen dos nuevos parágrafos, así, el primero 
autoriza a la entidad adquirente a proferir directamente 
la resolución de expropiación sin necesidad de proferir 
oferta de compra en dos eventos: (1) Cuando se verifi-
que que el titular inscrito del derecho real de dominio 
falleció y no es posible determinar sus herederos; (2) 
En el evento en el que alguno de los titulares del 
derecho real inscrito o el respectivo poseedor regular 
inscrito se encuentren reportados en alguna de las 
listas de control de prevención de lavado de activos o 
financiación del terrorismo.

Una vez proferida la resolución de expropiación, la 
entidad solicitará la inscripción de esta en el certifica-
do de tradición y libertad del inmueble. Agotada la vía 
gubernativa, la entidad adquirente deberá acudir al 
procedimiento de expropiación judicial previsto en el 
artículo 399 del Código General del Proceso.

En el parágrafo 2 se dispone un plazo de 90 días 
siguientes a la suscripción de contratos de compra-
venta de los bienes objeto de oferta de compra, para 
realizar el pago correspondiente, vencido el cual, de no 
haberse realizado dicho pago, los vendedores podrán 
acudir al proceso ejecutivo y se causarán intereses de 
mora. 

®

Adición
Nuevo artículo

12 En caso de requerirse predios baldíos ocupados para 
un proyecto de infraestructura, será procedente el 
pago y reconocimiento de las mejoras realizadas por 
los ocupantes.  El precio de adquisición de estas mejo-
ras no podrá exceder el monto establecido para una 
vivienda de interés prioritario.  En caso de que el 
ocupante irregular no esté de acuerdo con el avalúo, la 
entidad procederá a solicitar su desalojo a la autoridad 
policiva y hará el pago por consignación de las mejo-
ras, a favor del mejoratario.
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Modificación
Parágrafos 4, 5 y 6, 
artículo 5,  
Ley 1508/2012, 
modificado 
por el artículo 37, 
Ley 1753/2015 
[Derecho a 
retribuciones]

13 El parágrafo 4 establece la posibilidad de que se 
reconozcan derechos reales sobre inmuebles que no 
se requieran para la prestación del servicio, como 
componente de la retribución al inversionista privado, 
en proyectos de asociación publico-privada de inicia-
tiva tanto pública como privada. En el caso previsto 
en este parágrafo, la selección del adjudicatario del 
contrato bajo el esquema de asociación publico-priva-
da de iniciativa privada se realizará mediante licita-
ción pública, según lo previsto en este parágrafo, y en 
lo no regulado, con observancia de lo previsto en la 
Ley 1508 de 2012 para las iniciativas privadas con 
desembolso de recursos públicos. De no resultar 
adjudicatario el originador, quien resulte serlo deberá 
reconocer a este último el valor que la entidad pública 
competente haya determinado como costos de los 
estudios realizados para la estructuración del proyec-
to durante el trámite de la iniciativa privada. 

Tratándose de proyectos de iniciativa privada, el valor 
de los predios en los que se ubican los inmuebles 
sobre los que se podrán reconocer derechos reales no 
podrá ser superior al 30% del presupuesto estimado 
de inversión del proyecto. Esta restricción computará 
dentro del límite del artículo 17 de la Ley 1508/2012 y 
sus modificaciones. 

El parágrafo 5 indica que de entregársele al inversio-
nista privado una infraestructura existente en condi-
ciones de operación, la entidad estatal podrá pactar el 
derecho a la retribución por las actividades de opera-
ción y mantenimiento de esta infraestructura condi-
cionado a su disponibilidad, al cumplimiento de los 
niveles de servicio y estándares de calidad.

El parágrafo 6 preceptúa que podrán establecerse 
unidades funcionales de aeropuertos, plantas de 
tratamiento de aguas residuales, tramos de túneles o 
vías férreas, en virtud de las cuales se predicará 
únicamente disponibilidad parcial y estándar de 
calidad para efectos de la retribución. El Gobierno 
nacional deberá reglamentar la materia.

®
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Modificación
Parágrafo artículo 8, 
Ley 1508/2012 
[Participación 
de entidades 
de naturaleza pública 
o mixta]

14 El parágrafo del artículo 8 ya no se refiere a las entida-
des “excluidos del ámbito de aplicación establecido 
en la presente ley” sino que prohíbe de forma tajante 
ser contratantes de esquemas de asociación públi-
co-privada bajo el régimen de la Ley 1508/2012, a las 
sociedades de economía mixta, sus filiales, las 
empresas de servicios públicos domiciliarios y las 
empresas industriales y comerciales del Estado, sin 
importar el porcentaje de participación del Estado y 
sin atender al contexto en el que desarrollan su activi-
dades comerciales.  Lo anterior, sin perjuicio de que 
las entidades excluidas como contratantes puedan 
presentar oferta en los procesos de selección de 
esquemas de asociación público-privada.

®

Modificación
Artículo 10, 
Ley 1508/2012 
[Sistema abierto 
o de precalificación]

15 Se introduce un inciso según el cual el reglamento 
podrá  establecer mecanismos por medio de los 
cuales se puede excluir a precalificados cuando estos 
no participen en la realización de estudios adicionales.
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Actualización de la Ley 
1882 de 2018

®

Modificación
Numerales 6 y 7, 
artículo 27, 
Ley 1508/2012 
[Requisitos para 
proyectos de 
asociación publico-pri-
vada que requieren 
desembolsos 
de recursos públicos 
de entidades territoria-
les]

16 En el numeral 6 se introducen algunas excepciones a la prohibición de celebrar contra-
tos de asociación público-privada durante el ultimo año de gobierno por parte de las 
entidades territoriales, así: el Distrito Capital, los distritos y municipios de categoría 
especial que sean capitales de departamento y los departamentos de categoría especial 
y/o sus entidades descentralizadas, que sí podrán hacerlo.

En consonancia con lo anterior, en el numeral 7 se establece que tratándose de las 
entidades territoriales recién mencionadas, podrán aprobarse las vigencias futuras en el 
último año de gobierno y hasta por el plazo de duración del proyecto respectivo, sin 
perjuicio del cumplimiento de todos los trámites previstos en el artículo 27.

 El artículo 113 de la Ley 1955 de 2019 modificó nuevamente los numerales 6 y 7 del 
artículo 27 de la Ley 1508 de 2012:

En el numeral 6 se eliminó definitivamente la prohibición para que las entidades territo-
riales celebraran contratos de asociación público-privada durante el último año del 
periodo de Gobierno. En su lugar, estableció que la Asamblea o Concejo podrá autorizar 
vigencias futuras para proyectos APP en cualquier momento y, adicionalmente, dispuso 
que estas podrán superar el respectivo periodo de Gobierno, limitándose únicamente al 
plazo establecido en el artículo 6 de la Ley 1508 de 2012 (30 años).

En consonancia con la eliminación de la aludida prohibición, el numeral 7 dispuso que 
las vigencias futuras que se autoricen deberán cumplir con la normatividad vigente, los 
trámites previstos en el artículo 27, destacándose la aprobación previa por parte del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público de la valoración de riesgos y pasivos contin-
gentes. 

Modificación
Artículo 4, 
Ley 1228/2008 
[Fajas mínimas 
de retiro obligatorio 
o áreas de exclusión]

17 Enfatiza la modificación que no habrá indemnización, pero tampoco compensación ni 
reconocimiento alguno, por obras nuevas o mejoras, o por derechos, prerrogativas o 
autorizaciones, que hayan sido levantadas, hechas o concedidas, en las fajas o zonas 
reservadas a que se refiere la Ley 1228/2008. (Subraya corresponde con términos 
introducidos por la reforma.)

Se introduce un parágrafo 2 que establece el deber de las autoridades competentes de 
consultar los proyectos de infraestructura de transporte que sean de utilidad pública o 
interés social, que hayan sido aprobados por las entidades responsables, con el fin de 
que sea concertada su incorporación en el plan de ordenamiento territorial, como zonas 
reservadas.



3 “Las normas, métodos, parámetros, criterios y procedimientos establecidos y/o modificados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) son de 
obligatorio y estricto cumplimiento para los avaluadores, propietarios y responsables de la gestión predial en proyectos de infraestructura de transporte”.
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Actualización de la Ley 
1882 de 2018
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Adición 
Nuevo artículo
[Costos de evaluación 
de los proyectos 
de asociación publico 
privada]

19 Los originadores en la estructuración de proyectos de infraestructura pública de iniciativa 
privada o para la prestación de sus servicios asociados, asumirán por su propia cuenta y 
riesgo, la totalidad de los costos de la estructuración, incluyendo el costo para su 
revisión y/o evaluación en las etapas de prefactibilidad y factibilidad, según corresponda. 
El nuevo artículo establece los parámetros para que las entidades públicas puedan deter-
minar los costos de evaluación del proyecto. La administración y manejo de los recursos 
destinados a la revisión y/o evaluación de los proyectos en etapa de prefactibilidad y 
factibilidad será a través de un patrimonio autónomo que constituirá el originador. La 
entidad estatal encargada de la revisión y/o evaluación de los proyectos será la benefi-
ciaria del patrimonio autónomo y la encargada de autorizar los pagos que se requieran 
para llevar a cabo la revisión y/o evaluación de la iniciativa privada.

El artículo 113 de la Ley 1955 de 2019 modificó el artículo 19 de la Ley 1882 de 2018, 
estableciendo que los originadores en la estructuración de proyectos de infraestructura 
pública de iniciativa privada (en esta oportunidad se omitieron los servicios asociados), 
asumirán por su propia cuenta y riesgo, la totalidad de los costos para su revisión y/o 
evaluación en la etapa de factibilidad. Con lo anterior, se omitió la mención expresa a la 
asunción de costos de estructuración y de revisión y/o evaluación en la etapa de prefacti-
bilidad. Adicionalmente, el nuevo artículo eliminó los parámetros para la fijación de 
costos de revisión y/o evaluación, fijando, en su lugar, cuantías fijas, así:
i) 500 SMLMV para proyectos cuyo presupuesto estimado de inversión sea inferior a 
400.000 SMLMV.
ii) 0.1% del presupuesto estimado de inversión para proyectos cuyo presupuesto estima-

Adición
Parágrafo, artículo 23, 
Ley 1682/2013 
[Avaluadores y 
metodologías 
de avalúo]

18 Según el parágrafo 2, en las normas. métodos, parámetros, criterios y procedimientos 
que adopte el instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC)3, en cumplimiento de lo 
dispuesto  en el presente artículo, no procederá indemnización, compensación o recono-
cimiento alguno por obras nuevas o mejoras, derechos, prerrogativas, autorizaciones 
que hayan sido levantadas, hechas o concedidas en las fajas o zonas reservadas en los 
términos del artículo  4° de la ley 1228 de 2008.



Modificación
Artículo 32, 
Ley 1508 de 2012 
[Terminación anticipa-
da]

20
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Actualización de la Ley 
1882 de 2018
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La modificación del artículo 32 consiste en la adición de 2 parágrafos. El parágrafo 1 
establece que en los contratos de asociación publico privada suscritos o que se suscri-
ban, cuando una autoridad judicial declare la nulidad absoluta del contrato estatal, o 
cuando una autoridad administrativa o judicial o la respectiva entidad estatal  contratante 
ordene su terminación originada en una causal de nulidad absoluta, en la liquidación se 
deberá reconocer el valor actualizado de los costos, las inversiones y los gastos, ejecuta-
do por el contratista, incluyendo los intereses, menos la remuneración y pagos recibidos 
por el contratista en virtud del cumplimiento del objeto contractual. Estos factores serán 
actualizados con el índice de precios al consumidor (IPC) histórico desde el momento de 
su ocurrencia, hasta el mes inmediatamente anterior a la fecha de la liquidación. El 
parágrafo establece los criterios con los que deben cumplir los reconocimientos para que 
sean procedentes. Finalmente se determina la forma de pago de dichos reconocimientos, 
así como los recursos mediante los cuales deben ser atendidos.

Al tenor del parágrafo 2, el concesionario responsable de la conducta que dio lugar a la 
causal de nulidad o los integrantes del mismo que hayan dado lugar a la causal de nulidad 
o la declaración de la misma por la existencia de una conducta dolosa en la comisión de 
un delito o una infracción administrativa relacionada con la celebración o ejecución del 
contrato objeto de terminación o declaratoria de nulidad, según corresponda, deberán 
pagar a la entidad el equivalente a la cláusula penal pecuniaria pactada, o en caso de que 
no se haya convenio, dicha suma será el cinco por ciento (5%) del valor del contrato. El 
parágrafo establece la forma en que la entidad pública podrá recaudar esta suma y prevé 
la posibilidad de que  la autoridad judicial o administrativa competente decrete como 
medida preventiva dentro de investigaciones en curso, la aplicación de los incisos referi-
dos al recaudo de la cláusula penal pecuniaria.

La Corte Constitucional realizó el análisis de constitucionalidad de los parágrafos 
primero y segundo mediante Sentencia C-207 de 2019. 

En la providencia se declaró la exequibilidad parcial y condicionada del parágrafo 
primero estableciendo que el pago de los reconocimientos tras la terminación anticipa-
da del contrato debe seguir las siguientes reglas:

i) En primer lugar, deberán estar dirigidos al pago del pasivo externo del proyecto a 
favor de acreedores de buena fe.

ii) El remanente será destinado a reconocer restituciones a favor del contratista, o 
integrante o socio del contratista, siempre que se acredite que no actuó mediante una 
conducta dolosa en la comisión de un delito o de una infracción administrativa que 
diera lugar a la nulidad del contrato por objeto o causa ilícita, o que participó en la 
celebración del contrato con conocimiento de la ilicitud.



Vigencia21 La Ley 1882 rige a partir de su promulgación, los procesos y procedimientos que se 
encuentren en curso se surtirán de acuerdo con las normas con las cuales se iniciaron.

El artículo 4 [documentos tipo para los pliegos de condiciones] regirá una vez el Gobierno 
Nacional expida la correspondiente reglamentación, en un plazo de 6 meses.
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En relación con el numeral 4  del parágrafo primero, se declaró la inexequibilidad de la 
siguiente expresión: “salvo que se trate de aquellos asociados a los contratos de 
crédito, leasing financiero o a la terminación de los contratos de derivados de cobertura 
financiera del proyecto”. Con lo anterior, se eliminó la posibilidad de que los reconoci-
mientos fueran destinados a pagar penalidades o sanciones contractuales derivadas de 
contratos de crédito, leasing financiero o de la terminación de los contratos de deriva-
dos de cobertura financiera del proyecto que hayan sido celebrados por el contratista. 

Adicionalmente, se declaró la inexequibilidad de los incisos segundo y tercero del 
parágrafo segundo que, en síntesis, prevían que la Entidad contratante debe descontar 
de las restituciones el valor de la cláusula penal o el 5% del valor del contrato a título de 
sanción, en los eventos en que el contratista hubiera dado a la nulidad del contrato 
mediante una actuación dolosa o con conocimiento de la ilicitud. Lo anterior, por cuanto 
generaría una contradicción con la exequibilidad condicionada del parágrafo primero, en 
virtud de la cual se establece como condición para la procedencia de restituciones que 
el contratista no hubiera dado lugar al nulidad mediante una conducta dolosa o a 
sabiendas de la ilicitud.


